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-Ahoza Rica Ver., a 18 de enero de 2016 
DJ/SJOR/GJRNE/IHR/319/2016 

EXP. 17289 

BISELL CONSTRUCCIONES E INGENIERÍA, S.A. DE C.V. Y 
MWS MANAGEMENT INC. 

vs. 
PEMEX EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN 

EXPEDIENTE 75/2015 
JUICIO ORDINARIO CIVIL 

!t~•-' '1' '' . • 

C.~ DedMo PRIMERO DE DISTRITO CON RESIDENCIA EN POZA RICA DE HIDALGO VERACRUZ 
~: .~·-: i ._ ... , .· ', , 

IVONNE HERNÁNDEZ RUBÍ, en mi carácter de apoderada de PEMEX-EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN 
. I 

en lo sucesivo únicamente PEP, personalidad que acreditamos en términos de la copia certificada del 

testimonio de la Escritura Pública número 132,643 de fecha 5 de julio de 2006, pasada ante la fe del 

Notario Público número 116 del Distrito Federal, Licenciado Ignacio R. Morales Lechuga, a la que se 

le adjunta copia simple de la misma, para que previo cotejo que se haga, nos sean devueltas las 

certificadas, señalando como domicilio para oír y recibir toda clase de documentos y valores el 

ubicado Edificio Administrativo Tercer Piso, Interior del Campo Pemex, Colonia Herradura de la 

ciudad de Poza Rica, Ver., autorizando para los mismos efectos a los CC. Licenciados Fermín 

Fernandez Guerra Espinal, Venustina Monterrubio Lara, Alfonso Guati Rojo Sánchez, Luis Enrique 

Pérez Presbítero, Ignacio Díaz Díaz, Cynthia Yael Hernández Padilla, José Alejandro lribe Ledón, 

Miguel Angel Ortíz Gómez, Sergio Nettel López, Héctor Ornar López Reynoso, Juan Carlos Gonzá·lez 

Magallanes, Laura Elena Anaya Andrade, Jorge Jiménez Cruz, Silvia Lucrecia Mota Malina, Aurelio 

Pichardo Hernández, Luis Alberto Valle Vidal, Margarita de Jesús Villalva Lara, Francisco Leonardo 

Santos Rodríguez, Nicandro Vargas González, Lucia Yanet González Vargas, Julián Mora Salas, Amelia 

Flores Pérez, Carlos Enrique Lira Ortega, José Ángel Ramírez Dorantes, Roberto Herrera Córdoba, 

Marina Graciela Ruíz Sánchez, Guillermo Escudero Gómez, Laur~ Morales Sainz, Rogelio López 

González, Abel Cárdenas Lara y Efraín Alonso Garrido, ante Usted con el debido respeto 

comparecemos para exponer lo siguiente: 

Por medio del presente ocurso con fundamento en los artículos 27, párrafo Cuarto, 73, fracción 

XXIX-H, 104, fracción 1-B, 113 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14, 

fracciones VII y XVI de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; 14, 17, 

19, 34 a 38 y demás aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles, venimos a promover 

INCIDENTE POR CUESTIÓN DE COMPETENCIA, EN SU MODALIDAD DE DECLINATORIA, EN RAZÓN DE 

LA MATERIA, dado que PEP no le reconoce a su señoría más competencia que la que le otorga la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a efecto de que este H. Juzgado de Distrito decline a 

favor de la Sala Regional del Golfo del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, toda vez 

que esta última autoridad es quien debe conocer de la controversia promovida por el actor al rubro 

citado. 

No obstante que en el presente juicio, el Cuarto Tribunal Unitario Del Séptimo Circuito, resolvió 

dentro del toca civil 35/2015-111 que su señoría es competente para conocer del presente juicio, 

señalo respetuosamente que PEP, no participó durante la sustanciación de dicho recurso de 
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apelación por lo que fue privada de su garantía de audiencia al no ser oído ni vencido, y mucho 

menos aportar las siguientes consideraciones que de haber sido tomadas en cuenta por la alzada, 

hubiera confirmado el auto recurrido, ya que contrario a lo considerado por la alzada al resolver el 

recurso de apelación, las prestaciones reclamadas son consecuencia de resoluciones administrativas 

y procedimientos administrativos dictados dentro del contrato de obra pública 424042803 y por 

ende, son de la competencia exclusiva del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, tal y 

como se expone a continuación: 

Lo anterior con base en las Consideraciones que a continuación se exponen: 

CONSIDERACIONES.- La parte actora. reclama las siguientes prestaciones: 

A) El pago de la cantidad de $13,736,540.15 USD más IVA por concepto de gastos directos pactados 

a costo diario en el contrato en litis respecto de los equipos que estuvieron disponibles y en 

óptimas condiciones para ejecutar las órdenes de trabajo desde noviembre de 2013 al 30 de 

junio de 2014, mismos que no fueron utilizados por responsabilidad de PEMEX (sic) 

B) El pago de la cantidad de $1, 713,286.32 más IVA por concepto de gastos directos de personal 

por mes que se generaron por pérdida de productividad durante el periodo de noviembre de 

2013 al 30 de junio de 2014. 

C) El pago de la cantidad de $2,418,761.64 USD más IVA por concepto de indirectos de obra. 

correspondientes al monto no ejercido por causas imputables a la demandada 

D) El pago de la cantidad de $2,576,286.28 USD más IVA por concepto de utilidad del contrato 

correspondientes al monto ejercido por causas imputables a la demandada. 

E) El pago de la cantidad de $146,335.08 USD más IVA por concepto de costo por Financiamiento 

de Obra correspondiente al monto no ejercido. 

F) El pago de la cantidad de $237,062.06 USD más IVA por concepto de Cargos Adicionales 

correspondientes al monto no ejercido por causas imputables a la demandada. Mismos que se 

generan a pesar de la pérdida de productividad. 

G) El pago de interés legal de todos los conceptos anteriores por el incumplimiento de pago de las 
¡ 

cantidades señaladas. 

H) El pago de una indemnización por concepto de daños y perjuicios ocasionados por parte de PEP 

1) El pago de daño moral 

J) El pago de gastos y costas 

K) La actualización de todos los conceptos demandados hasta el momento en que se haga efectiva 

la sentencia definitiva a favor de los actores. 

ANTECEDENTES . 

Mediante escrito sin ·número de fecha 9 de febrero de 2015, suscrito por las hoy actoras, 

presentaron Procedimiento de Conciliación con base en lo establecido en el artículo 35 segundo 

párrafo de la Ley de Petróleos Mexicanos (DOF 28 nov 2008) en relación directa con las 

facultades que la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionadas (DOF 28 MAY 2009) con las 

mismas, en su artículo 8, le confiere a esa Secretaria de la Función Pública, con relación a la Ley 
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Federal de Derechos, en su artículo 191; sobre el reconocimiento y pago de diversas 

prestaciones, del contrato de abierto de obra No. 42404280~, celebrado con PEMEX 

EXPLORACIÓN y PRODUCCIÓN al amparo de la citada L'ey dé'°Petró1e&s Mexicanos (DOF 28 nov 

2008). 

Así mismo ~~e.9ranl?1-A$ 1do (té Admisión dn o11dti1d ae féeQ.a --g de fe~JP ~-l~ le 
Secretaria de la f-lmción Públiea if''llravés dei i rganb tnterno de cl>'n~rffl ~ ~ f di?iftf' d@'I 

ex~dien~t, ..... cR-1-!>~/2015, · @li:iJ&rda: ~~ítp& .,a tr:waJJ.e 1a ~lciJud dl,¡icorfflii~.'ll)i'n 

prestrntada por el apoderado legal de 81 El( CÓNS-"fRUiCI iNes.,.tffífísatí'ERlA;1i:A.'bE c.v., Y 

MWS MANAGEMENT INC, e iníciese Procedimiento de Conciliación en términos de lo dispuesto 

por los artículos 15 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y 95 de la Ley de Obras 

Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas." 

Por lo que se ordena correr traslado a PEP para que en él término de 10 días rinda su informe 

pormenorizado sobre los hechos y procedencia de las prestaciones solicitadas por las hoy 

actoras. 

Mediante r-fictf> sili n,ufl.mero suscr-ito por 'el Residef\1:e ~)e~fs1i>1ide 01f~1 ..... <tai 
4241:1~03-,p résentado ante la Secretaria de la Función Pública, Órgano de Interno de Control en 

PEP, presentado el día 09 de marzo de 2015, PEP hace emite su respuesta debidamente fundada 

y motivada respecto a lá solicitud de reconocimiento de pago de diversos conceptos realizados 

por la contratista ei\t eJ septido de ser ÍM~é&OfNt~ 

Así mismo, en dicho escrito PEP manifiesta lo siguiente: 

·- ~. .. . . . ···-·-· . . 
·,¡_.: ···= 

--f-··-·-Ji . . . ~ . ... . . . 

. . . . .. 

. . . 

. -~-- .-~·. 
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Con fecha 9 de marzo de 2015, se llevó a cabo la Audiencia de conciliación del expediente PEP+ 

C-5/2015, en la que la hoy actora no se presentó y se dio a conocer el resultado de las 

reclamaciones realizadas por la contratista, mismas que son IMPROCEDENTES. 

Por lo anterior, se presume que lá causa de la no comparecencia de la hoy actora a la audiencia 

de conciliación, se debe a la falta de personalidad por parte de la empresa MWS Management, 

INC. 

Finalmente es evidente que el término de 45 días a que hace referencia la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, se expiró debido a la falta de personalidad del hoy actor y en ese 

orden de ideas acude ante este H. Juzgado a demandar una vía civil que es notoriamente 

improcedente, en virtud de que se trata de resoluciones que son actos administrativos emitidos 

de forma unilateral por la interpretación de un contrato de obra pública. 

1. Es importante resaltar que de las prestaciones reclamadas por las actoras en el presente juicio, 

se desprende claramente que se trata en su mayoría de conceptos como: GASTOS DIRECTOS, 

INDIRECTOS, UTILIDAD FINANCIAMIENTO DE OBRA, CARGOS ADICIONALES, todos estos 

conceptos no pueden ser solicitados por el contratista, con base en el contrato y sus anexos, ya 

que el contrato 424042803, fue celebrado al amparo de la Ley de PEMEX y de las DAC'S, 

legislación que no prevé dichos conceptos como pretende hacerlos valer la actora, ya que estos 

conceptos únicamente se pueden pagar con las Ordenes e Trabajo solicitadas y debidamente 

ejecutadas, y que las partes lo estabiecieron en el clausulado del contrato y/o sus anexos, por lo 

que las partes deben estarse a la literalidad del contrato, PACTA SUNT SERVANDA, es decir lo 

expresamente pactado en el contrato materia del litigio, (lo pactado por las partes es ley), 

estamos frente a la interpretación literal del contrato, entonces, una vez que los contratistas hoy 

actores, presentan en el escrito de conciliación de fecha 9 de febrero de 2015 (ANEXO) en la cual 

hacen la reclamación formal de GASTOS NO RECUPERABLES, INDIRECTOS Y FINANCIAMIENTO, y 
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PAGO DE USO DE 3 EQUIPOS ADICIONALES, y no durante la ejecución del contrato, la soltcitud de 

los conceptos antes mencionados, PEP a través de su Informe Pormenorizado PEP-I-C-5-2015 sin 

fecha, recibido ante el Órgano Interno de Control de ffEP el 9 de márzo de 2015, manifiesta la 

negativa de procedencia de los mismos, Informe que se presentó en la Audiencia de Conc11iación 

el día 9 de marzo de 2015 en el expediente PEP-C-5-2015, al no estar previsto en ia ley, ni 

pactado en el contrato materia del litigio sin que de por medio existan ordenes de trabajo 

solicitadas y ejecutadas1 estamos frente al principio general de derecho PACTA SUNT 

SERVANDA, por lo que la resolución (Informe Pormenorizado) que emite PEP, con la negativa de 

procedencia de los conceptos reclamados por la contratista, como prestaciones de la demanda 

presentada por la hoy actora, es un acto unilateral emitido por PEP, claramente denominado 

como UN ACTO ADMINISTRATIVO, lo que encuadra perfectamente en lo establecido por el 

artículo 14 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

dispone: 

"ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios 
que se promuevan cont,:a las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos 
que se indican a continuación: 
VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de 
contratos de obras públicas, adquisicionesL arrendamientos y servicios celebrados por, las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;" 

Ya que tenemos una resolución sobre un acto administrativo, dictado sobre la interpretación del 

contrato de obra pública, celebrado por PEP entidad de la Administración Pública Federal con las hoy 

actoras, ya que dichas actoras pretenden realizar el cobro de conceptos no pactados de forma 

individual, es decir, sin ordenes de trabajo solicitadas y ejecutadas, , los cuales a juicio e 

interpretación del clausulado y anexos el contrato por parte de PEP no es procedente. 

Evidentemente encuadra de forma perfecta la hipótesis del precepto legal antes invocado. 

Sirve de apoyo respecto al PACTA SUNT SERVAN0A los criterios judiciales siguientes: 

Época: Novena Época 
Registro: 202464 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo 111, Mayo de 1996 
Materia(s): Civil 
Tesis: l.6o.C.54 C 
Página: 669 

PACTO COMISORIO, 1:ÁCITO Y EXPRESO. DEBE ENTENDERSE APLICABLE PARA 
AMBOS, EL ARTICULO 1949 DEL CÓDIGO CIVIL DEL DISTRITO FEDEIV\L, DADO QUE EL 
CONCEPTO Y EFECTOS DE UNO Y OTRO, SON LOS MISMOS. 

Aunque el artículo 1949 del Código Civil del Distrito Federal, se refiere sólo al pacto 
comisario tácito, el supuesto que contempla dicho numeral, debe también entenderse 
aplicable al pacto comisorio expreso, si se toma en consideración que el conc.epto de 
uno y otro, son los mismos, con la salved~d de que mientras el invocado precepto que 
habla de las partes, sobreentiende la existencia del primero, en los contratos 
sinalagmáticos, el segundo, se encuentra previsto y regulado expresamente en el 
acuerdo de voluntades; sostener lo contrario, sería admitir que el cumplimiento de la 
obligación, queda al arbitrio de cada uno de los contratantes, lo que pugna con lo 
dispuesto por el artículo 1797 del ordenamiento legal invocado. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 1906/96. St1cesi6n de José de Jesús Núñez y Núñez. 25 de abril de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Ana María Y. Ulloa de Rebollo. Secretario: 
Cuauhtémoc González Alvarez. 

Época: Décima Época 
Registro: 2004314 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

· Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3 
Materia(s): Civil . 
Tesis: I.So.C.54 c (loa.) 

Página: 1721 

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL. SU CONCEPTO. 

El incumplimiento de una obligación nacida de un contrato se denomina 
responsabilidad contractual. Para que se configure es necesaria la previa existencia de 
un contrato válido, que haya sido perfeccionado por el consentimiento de las partes, 
revistiendo la forma que lá ley señala para cada caso, y que por lo anterior obliga no 
sólo al cumplimiento de lo pactado, sino también a todas las consecuencias de su 
naturaleza, sea éste unilateral, bilateral, oneroso, conmutativo,- consensual, 
instantáneo o de tracto sucesivo, encontrándose en la falta a su puntual cumplimiento, 
salvo las excepciones consignadas en la ley, por las personas que los otorgan y sus 
causahabientes, la causa de su rescisión y/o la correspondiente responsabilidad del 
pago de daños y perjuicios, si los hubiere. En ese contexto, la voluntad de las partes es 
la máxima ley de los contratos, a la que se sujetan y obligan, no sólo lo que se expresa 
en ellos, sino también a las consecuencias que según su naturaleza, son conforme a la 
buena fe, al uso o a la ley. En estos casos, el factor de atribución de responsabilidad es 
objetivo, por lo que para eximirse de responsabilidad. es necesario la introducción de 
una causa ajena al hecho dañoso. Concretamente, quien fue víctima de un daño, 
derivado del incumplimiento de la norma jurídica individualizada, sólo debe probar la 
existencia de la obligación, en tanto que quien debe probar su falta de responsabilidad 
es el supuesto responsable. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 740/2010. Spectrasite Communications, lnc. 15· de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. 
Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca. 

Así mismo en cuanto al artículo 14 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, sirve de apoyo, el criterio judicial siguiente: 

Época: Novena Época 
Registro: 165410 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXI, Enero de 2010 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 4/2010 
· Página: 312 

RESCISIÓN ADMINISTRATIVA DE CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS, Y DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 
SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, DECRETADA POR LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL y 
ADMINISTRATIVA. 

Del artículo 14, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, que establece que este órgano jurisdiccional conocerá de los juicios 
promovidos contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos 
en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras 
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públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y 
entidades de la administración pública federal, a través del juicio contencioso 
administrativo regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, se concluye que la rescisión administrativa de contratos públicos 
decretada con fundamento en los artículos 54 · de la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y 61 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas, es impugnable en el juicio contencioso 
administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues se 
declara ante su incumplimiento; a su vez, la sentencia definitiva emitida en el juicio 
referido podrá reclamarse en amparo directo ante un Tribunal Colegiado de Circuito, 
con fundamento en los artículos 44, 46, 158 y 159 de la Ley de Amparo y 37, fracción 1, 
inciso b),. de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el cual ejercerá un 
control constitucional sobre lo resuelto respecto de la rescisión administrativa. 

Contradicción de tesis 422/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Quinto y Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 9 de 
diciembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Roberto Rodríguez Maldonado. 

Tesis de jurisprudencia 4/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de enero de dos mil diez. 

r· 2. Ahora bien, ~ n mranto a1 finiquito, que es el acto formal por el cual se reciben los trabajos objeto 

de un contrato de obra pública, verificando por parte de PEP la debida conclusión, conforme a las 

condiciones establecidas en el contrato, finiquito que se celebró entre la actora y PEP el día 10 de· 

Febrero de 2015, donde comparecieron el residente <1/ sup-ervísor de obra -por part!Yd~ PEP, así 

como el apoderado Especial de Bisell Construcciones e Ingeniería, S.A. de C.V. y el Apoderado de 

MWS Management, lnc., en el que las partes establecieron literalmente: 

"XII.- TÉRMINOS BAJO LOS CUALES SE EFECTÚA EL FINIQUITO DE LOS TRABAJOS 

Las contratista manifiesta en su oficio número Bisell-MWS-004-2015 ~ctr a. $11vo sus 

~erechC\'-p¡ir~ proceder cotno a su derecho coovepga para ~I r~c;laJ?\O de gastps no 

recuperables, así como tiempos de espera y revisión de porcentaje de indirectos y 

financiamiento. 

Así mismo PEMEX EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN manifiesta no dar por reconocido lo 

anteriormente manifestado por la contratista. 

11 

Lo que es evidente que la respuesta inmediata de PEP a la manifestación de las contratista, es sin 

lugar a dudas una resolución definitiva, derivada de un acto administrativo que es una negativa de 

aceptación por parte de PEP a que . las contratistas se reserven cualquier derecho para reclamar 

gastos no recuperables o tiempos en espera, porcentaje de indirectos y financiamiento, en ese orden 

de ideas dicho acto administrativo que es una resolución definitiva de negativa, es sobre la 

interpretación y cumplimiento del contrato de obra pública 424042803 celebrado entre PEP entidad 

de la Administración Pública Federal y las hoy ac,oras particulares. 

En ese orden de ideas y tomando en cuenta lo expuesto en las consideraciones 1 y 2 del presente 

ocurso, es importante resaltar lo siguiente: la acción intentada por la parte actora, consiste en el 
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requerimiento de pago de diversos conceptos como -GASTOS DIRECTOS, INDIRECTOS, UTILIDAD 

FINANCIAMIENTO DE OBRA, CARGOS ADICIONALES, eman(ldos del contrato de obra públ!,c~ 

424042803 y anexos del mismo celebrado con PEP, prestaciones que der_ivan de una resolución 

definitiva emitida en primer término en forma genérica en el finiquito al PEP negar la procedencia de 

reservarse la actora el derecho a reclamar dichas prestaciones o conceptos con posterioridad y en 

segundo término de forma específica en la conciliación que se llevó acabo el 9 de marzo de 2015, en 

la cual se negó la procedencia de los mismos, sin presencia del representante de las actoras por 

haber presuntamente falsificado el documento con el que acreditaba _su personalidad en ese 

momento, lo cual PEP acredita con documento denominado anexo 03 y anexo 04 que contienen el 

poder otorgado a ALAN CLAIBORNE por la sociedad MWS Management lnc., y a Raúl López Gallegos, 

respectivamente, siendo claramente notorio que en el documento denominado como ANEXO 03 se 

identifica que se trata de un documento original por el apostilla, sello y firma de la misma, sin 

embargo en el documento denominado como Anexo 04 se percibe la presunta falsedad del mismo 

por la firma, el número de apostilla, la firma, siendo dichas determinaciones actos unilaterales 

emitidos por PEP, que debieron ser impugnados por la actora a través del Juicio de nulidad dentro de 

los 45 días siguientes a la emisión de los mismos con base en el artículo 5 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo y 13 fracción I de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, sin embargo, es evidente que por la falta de personalidad del representante legal de 

las actoras, trascurrió el plazo para hacerlo y hasta que se obtuvo el título legal para acreditar 

correctamente su personalidad, pretenden demandar en la vía civil, prestaciones cuya naturaleza 

evidentemente es de carácter administrativa y debe ser ventilarse ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa en Turno en el Estado de Veracruz, retomando que las resoluciones emitidas 

por PEP, tanto la negativa emitida en el Finiquito como en la conciliación son resoluciones de 

carácter definitivo y en consecuencia son un acto administrativo en el cual se dio interpretación a un 

contrato de obra pública y a sus anexos, resultando evidente que dichas pretensiones se encuentran 

contempladas en los supuestos previstc;,s en el artículo 14 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, para la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo 

Federal. 

Por otra parte, se considera que su Señoría sólo tiene competencia para conocer de los asuntos que 

ex-profesamente le confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, más no para conocer 

de la demanda y del Juicio Ordinario Civil que propone la actora, dado que, tal como lo señala el 

artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (según 

reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 25 de _octubre de 1993), corresponde sólo 

al Congreso la facultad "Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso 

administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir 

las controversias que se susciten entre la Administración Pública Federal y los particulares, 

estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos 

contra sus resoluciones; ... " [el destacado en negritas y subrayado no viene en el texto original], 

situación que se actualiza en el controvertido que nos ocupa, al tratarse de la interpretación y t­

cumplimiento de un contrato administrativo regulado por la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas. 
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Finalmente, como se lee en el primer párrafo del artículo 18 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, los Juzgados de Distrito tendrán competencia en razón de la materia, SÓLO CUANDO NO 

EXISTA LEY ESPECIAL, lo que en el presente caso a estudio no acontece, toda vez que los Hechos de 

los que se duele la actora en lo principal en su demanda están previstos tanto en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativ~ y en la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, del mismo modo, las normas que 

regulan la actividad de mis mandantes SON DE CARÁCTER ADMINISTRATIVO, POR LO QUE SE 

CONSIDERA QUE NO SE LE CONFIEREN A SU SEÑORÍA FACULTADES PARA CONOCER DE EL JUICIO 

CIVIL INCOADO EN CONTRA DE MI REPRESENTADA, con apoyo en lo que disponen los artículos 104, 

fracción 1-B, 113 y 133 Constitucionales, 115 de la Ley de Petróleos Mexicanos, 4, 34 párrafo 

segundo, 38, 358 a 364, del Código Federal de Procedimientos Civiles; en relación a su vez con los 

diversos 14 fracciones VII y XVI de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

Por lo expuesto resulta indispensable antes de pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia 

de las acciones principales reclamadas interpretar el contrato administrativo cuyo incumplimiento se 

imputa a PEP lo que es exclusivo del citado Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, siendo 

necesario destacar que el artículo 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

interpretado a contrario sensu, regula la carga y atribuciones competenciales que corresponden a los 

Juzgado de Distrito al señalar: 

Artículo 48. Los jueces de distrito que no tengan jurisdicción especial conocerán de todos 

los asuntos a que se refieren los artículos del presente capítulo. 

Por regla general, la competencia de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se 

distribuye en diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, lo que da origen a la 

existencia de tribunales administrativos, agrarios, civiles, fiscales, penales, del trabajo, entre otros y 

cada uno de ellos le corresponden conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. 

De ahí que, al suscitarse una cuestión de competencia se debe resolver el asunto exclusivamente 

tomando en cuenta la naturaleza de la acción ejercitada, lo cual regularmente se puede determinar 

mediante el análisis de las prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas 

aportadas y de la invocación de preceptos legales en que se apoya la demanda, pero en todo caso se 

debe prescindir por completo de estudio de la relación jurídica sustancial que vinculó al actor y al 

demandijdo, pues ese análisis constituye una cuestión relativa al fondo del asunto, que corresponde 

decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de competencias, dado que la decisión 

vincularía a los órganos jurisdiccionales en conflicto. 

Orienta lo anterior la jurisprudencia. P./J. 83/98 sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, visible en la página 28, Tomo VIII, Diciembre de 1998, Materia Común, Novena 

Época, Registro 195007 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro y textos 

siguientes: 
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COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR TOMANDO EN CUENTA LA 

NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y NO LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL ENTRE LAS 

PARTES. 

En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competencia de los órganos 

jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye entre diversos tribunales, a los que 

se les asigna una especialización, lo que da origen a la existencia de tribunales agrarios, 

civiles, fiscales, penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les corresponda 

conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal situación da lugar a un 

conflicto de competencia, éste debe resolverse atendiendo exclusivamente a la naturaleza 

de la acción, lo cual, regularmente, se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de 

las prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los 

preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando se cuenta con este último dato, 

pues es obvio que el actor no está obligado a mencionarlo. Pero, en todo caso, se debe 

prescindir del estudio de la relación jurídica sustancial que vincule al actor y al 

demandado, pues ese análisis constituye una cuestión relativa al fondo del asunto, que 

corresponde decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de 

competencia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuzgando y haciendo uso de una facultad 

que la ley no le confiere, dado que su decisión vincularía a los órganos jurisdiccionales en 

conflicto. Este modo de resolver el conflicto competencia! trae como consecuencia que el 

tribunal competente conserve expedita su jurisdicción, para resolver lo que en derecho 

proceda". 

Por ello, del análisis de las prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas 

aportadas y de la invocación de preceptos legales en que se apoya el presente incidente de 

competencia, para fijar la naturaleza de su acción. 

En este apartado es importante señalar que Pemex Exploración y Producción se ubica como un 

órgano contemplado por la Administración Pública Paraestatal, por lo que de acuerdo a lo previsto 

en la fracción VII del artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal , y 

Administrativa, es un tribunal especializado en materia administrativa quien debe de conocer del 

controvertido, al ser impugnado un acto administrativo derivado de un procedimiento convenido 

dentro qe las cláusulas del contrato de obra pública número 424042803. 

Se considera oportuno mencionar el contenido del artículo 90 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y de los artículos 1 y 3 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal y 72 de la Ley de Petróleos Mexicanos: 

"Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal conforme a la 

Ley Orgánica que expida el Congreso, que distribuirá los negocios del orden administrativo de 

la Federación que estarán a cargo de las Secretarias del Estado y definirá las bases generales 

de creación de las entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en su 

operación ... " 

"Artículo lo.- La presente Ley establece las bases de organización de la Administración 

Pública Federal, centralizada y paraestatal". 
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"Artículo 3o.- El Poder Ejecutivo de la Unión se auxiliará en los términos de las 

disposiciones legales correspondientes, de las siguientes entidades de la administración 

pública paraestatal: 

1.- Organismos descentralizados; 

11.- Empresas de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, organizaciones 

auxiliares nacionales de crédito e instituciones nacionales de seguros y de fianzas, y 

111.- Fideicomisos. 

"Artículo 72.- En términos de lo dispuesto en los artículos 25, párrafo cuarto, de la 

Constitución y Vigésimo Transitorio, fracción 11, del Decreto por el que se reforman y 

adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política.de los Estados Unidos Mexicanos, 

en Materia de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 

2013, Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias cuentan con un régimen 

de remuneraciones especial, distinto del previsto en el artículo 127 constitucional". 

De los preceptos legales antes transcritos se puede advertir válidamente que Pemex Exploración y 

Producción, es un ente catalogado, dentro de la Administración Pública Paraestatal, en virtud de que 

Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias, cuentan con un régimen de 

remuneración especial, distinto del previsto en el artículo 127 Constitucional, precisado lo anterior 

de una simple lectura del contrato suscrito por la actora, Fabricación y Reparación Electromecánica 

Sociedad Anónima de Capital Variable y la demandada Pemex Exploración y Producción se advierte 

que éste se rige por la Ley de Petróleos Mexicanos. 

Contrato que evidentemente es de naturaleza administrativa por haberse celebrado por un particular 

y por un ente descentralizado de la Administración Pública y regido conforme a la Ley de Petróleos 

Mexicanos. 

Asimismo se debe considerar que la parte actora pretende ejercitar derechos que se traducen en 

obligaciones derivadas del contrato de obra pública identificado con el número 424042803, las 

cuales tienen el carácter de actos administrativos, derivados del contrato de referencia. 

Orienta a lo anterior la Jurisprudencia 21./J- 62/2015 (101)., sustentada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 1454, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo 11, 

Materia Administrativa, Décima Época, Registro, 2009252 de la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación de rubro y textos siguientes: 

"CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO,. CUANDO LOS 

CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES. 

De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y XVI, y 15 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte que este órgano 

jurisdiccional conocerá del juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra resoluciones definitivas, actos 

administrativos y procedimientos en materia administrativa sobre interpretación y 

cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios 
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celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como de 

las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación y para dirimir lo concerniente a las sanciones administrativas, en términos de la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde se sigue que 

el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es competente para .conocer de la 

interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a retursos federales, 

con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto 

que lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco 

normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para 

conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias". 

Por lo anterior, conviene traer en este punto el contenido de· los artículos 73, fracción XXIX-11 

Constitucional y 14 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, disponen: 

"Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: ... 

... XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, dotado 

de plena.autonomía para dictar sus fallos, y que establezca, su organización, su funcionamiento 

y los recursos para impugnar sus resoluciones ... " 

ARTÍCULO 14.- El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que 

se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que 

se indican a continuación: 

VII. Las que se dicten en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de 

contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

De conformidad con lo anterior, los tribunales de lo contencioso administrativo, tienen a su cargo 

dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública y los particulares y 

primordialmente el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios que se 

promuevan contra las resoluciones definitivas sobre interpretación y cumplimiento de contratos de 

obra públicas celebrados por las dependencias de la administración pública federal centralizada, así 

como aquellas dictadas por las autoridades administrativas que ponga fin a un procedimiento 

administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en términos de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. 

Narrado lo antes dichQ, es inconcluso que corresponde conocer la demanda planteada por la actora 

al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, de conformidad con el artículo 14, fracción VII 

de su ley orgánica, dado que a este atañe conocer contra las resoluciones definitivas sobre 

interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas celebrado por las dependencias de la 

administración pública federal, así como aquellas que pongan fin a un procedimiento administrativo, 

a una instancia o resuelvan un expediente en términos de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. 

Orienta a lo anterior la tesis l.4º.A.23. A, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la página 490, Tomo 11, Agosto de 1995, Materia 
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Administrativa Novena Época, Registro 204454, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

de rubro y texto siguientes: 

CONTRATOS DE OBRAS PÚBLICAS. EL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN ES 

COMPETENTE PARA CONOCER DE. 

Conforme a los artículos lo. y 2o. de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 

los departamentos administrativos integran la administración pública centralizada; y de 

acuerdo al artículo So. del mismo ordenamiento legal el gobierno del Distrito Federal estará 

a cargo del presidente de la República quien lo ejercerá por conducto del jefe del 

Departamento del Distrito Federal, consecuentemente queda establecido que el 

departamento aludido se encuentra incluido dentro de la administración pública 

centralizada; por tanto, si un particular celebra un contrato _de obra pública con el Ejecutivo 

Federal por conducto de una autoridad autorizada para representar al Departamento del 

DistrUo Federal, es manifiesto que dicho particular celebró el contrato con una unidad que 

integra la administración pública centralizada; consecuentemente las inconformidades que 

aquél pretenda plantear a través de los medios legales correspondientes, relacionados con 

determinaciones derivadas del contrato celebrado, por ejemplo, la rescisión de éste, deberá 

formularlas ante la Sala Regional del Tribunal Fiscal de la Federación respectiva, en atención 

a lo dispuesto en la fracción VII del artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación que en lo conducente dispone: "Las Salas Regionales conocerán de los juicios 

que se inicien contra las resoluciones definitivas que se indican a continuación ... VII. Las que 

se dicten sobre interptetación y cumplimiento de contratos de obras públicas celebrados 

por las dependencias de la Administración Pública Federal Centralizada." 

Así como también la diversa 1.72.A.307 A, sustentada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Pr.imer Circuito, visible en la página 2522, Tomo XXII, Octubre de 2005, Materia 

Administrativa, Novena Época, Registro 176783, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

de rubro y textos siguientes: 

''TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ES COMPETENTE PARA 

CONOCER DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA, INCLUYENDO 

LOS ASPECTOS RELACIONADOS CON SUS PRESTACIONES. 

En términos del artículo 11, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, corresponde a sus Salas conocer de la impugnación de las . 

resoluciones definitivas sobre la interpretación y cumplimiento de los contratos de obra_ 

pública, lo cual no puede dejar de incluir aquellos casos en que la nulidad del acto 

pretendida se apoye en una cuestión relacionada con el pago de prestaciones, pues para 

analizar su procedencia, es evidente que la Sala respectiva sólo se encontrará en 

condiciones de decidir conforme a derecho si previamente interpreta el contrato base de la 

acción, para después resolver específicamente la pretensión de la actora, surtiéndose así la 

hipótesis normativa competencia! contenida en la ya citada disposición legal". 

No obstante que cuando la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo 

contemple que una de las partes contratantes sea una dependencia o entidad de la Administración 

Pública ~ederal sin embargo, atendiendo a que la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con 

éstas, establece que los tribunales federales deben conocer de las controversias que se susciten 
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entre un particular y una entidad federativa que realice obras públicas o servicios con cargo total o 

parcial a recursos federales y a que dicha legislación es de carácter especial por lo que es la que debe 

regir los actos administrativos cuestionados por lo qüe se concluye que el Tribunal Federal de J_usticia 

Fiscal y Administrativa, es eJ competente para conocer del conflicto entre las partes, en virtud de que 

deriva de una controversia suscitada con motivo de la interpretación o aplicación de_ un contrato de 

obra pública, celebrado entre una dependencia federal y un particular. 

Sin que se deje de observar el hecho de que de conformidad con el artículo 52, fracción I de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación a los jueces de distrito les corresponde conocer de las 

controversias que se suscite con motivo de la aplicación de las leyes federales cuando deba decidirse 

sobre la legalidad o substancia de una autoridad o de un procedimiento seguido por autoridades 

administrativas. 

Lo anterior es así, en tanto que no debe perderse de la vista la naturaleza del juicio de que se trata y 

en ese sentido se advierte que la hipótesis que prevé el artículo 52 citado constituye una regla 

general en tanto que la diversa hipótesis prevista por el artículo 14, fracción VII de la Ley Orgánica 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa constituye una regla especial de competencia 

puesto que prevé un a jurisdicción especia.I en tratando de resoluciones que se dicten en materia 

admir.iistrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, celebrados en 

términos de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, así como aquellas que 

pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente en 

términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativa, por ende, debe atenderse al principio 

general del derecho de que la norma especial debe prevalecer sobre la general y aplicarse en el 

presenté asunto de la segunda hipótesis, esto es se actualiza la competencia del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa sobre la competencia de un juzgado de distrito en jurisdicción 

ordinaria. 

Por eso se surte la competencia en favor del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

atención a que la controversia es de naturaleza administrativa, se actualiza sobre el cumplimiento y 

la aplicación de una ley federal y opera el principio de que una norma particular excluye la aplicación 

de la general. 

PRUE BAS 

Se adjunta al presente ocurso como documentos para acreditar las aseveraciones de PEP y los 

extremos del presente incidente los documentos siguientes: 

1. Solicitud de conciliación: Unidad de Inconformidad del Órgano Interno de Control de P.E.P., de 

fecha 9 de febrero de 2'015 suscrito por las sociedades Bisell Construcciones e Ingeniería, S.A. de c.v. 
y MWS Management, lnc. 

2. Acuerdo de admisión de solicitud EXPEDIENTE: PEP-I-C-5/2015 de fecha 10 de febrero de 2010 , 

emitido por la Secretaria de la Función Pública a través del Órgano Interno de Control de PEP. 
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PEMEXe 

3. Informe Pormenorizado emitido por la residencia de Obra y el residente de obra de PEP del 

contrato de Obra Pública número 424042803 

4. Primera y Única Audiencia de fecha 9 de marzo de 2015, del expediente PEP+C-5/2015 

5. Acta de finiquito del contrato de Obra Pública número 424042803 

6. Anexo 03 poder otorgado de MWS Management, lnc., a Alan Claiborn 

7. Anexo 4 poder otorgado de MWS Management, lnc., a Raúl López Gallegos. 

Por ultimo nos reservamos el derecho de dar contestación AD CAUTELAM a la demanda dentro del 

término de ley. 

Por lo expuesto y fundado, A USTED C. JUEZ, respetuosamente solicitamo~: 

PRIMERO.- Tenernos por presentados reconociendo la personalidad con que nos 

ostentamos, señalando domicilio para oír y recibir notificaciones y autorizando a los profesionistas 

indicados. 

SEGUNDO.- Dar trámite al incidente de competencia por materia en términos de lo 

dispuesto por los artículos 34 a 38, y demás aplicables del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

TERCERO.- Tener a Pemex Exploración y Producción reservándose el derecho de dar 

contestación AD CAUTELAM a la demanda dentro del término de ley. 

JARO 

. IVONNE HE Á DEZ RUBÍ 
APODERADAS DE PEMEX EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN 
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